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I.
Consideraciones generales

1.
Esta observación general reemplaza a la Observación general Nº 8 (16º período de sesiones), aprobada en 1982. [Nota: En este proyecto, los elementos textuales de las notas se repiten entre corchetes en el texto, con sus números de nota, para su traducción.]

2.
El artículo 9 reconoce y protege tanto la libertad personal como la seguridad personal. En la Declaración Universal de Derechos Humanos, el artículo 3 establece que todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de la persona. Este es el primer derecho sustantivo amparado por la Declaración Universal, lo cual da una idea de la importancia del artículo 9 del Pacto tanto para las personas como para la sociedad en su conjunto. La libertad y la seguridad personales son valiosas tanto por sí mismas como porque la privación de estas ha sido históricamente un medio fundamental para obstaculizar el disfrute de otros derechos.

3.
El concepto de libertad personal se refiere a la libertad con respecto al confinamiento físico, no a una libertad general de acción
. El concepto de seguridad personal se refiere a la protección contra lesiones corporales y mentales, o integridad corporal y mental, como se explica más adelante en el párrafo 7. El artículo 9 garantiza estos derechos a todos. La palabra "todos" incluye, entre otras personas, a las niñas y los niños, los soldados, las personas con discapacidad, los extranjeros, los refugiados y solicitantes de asilo, los condenados por la comisión de un delito y las personas que han participado en actividades terroristas
.

4.
Los párrafos 2 a 5 del artículo 9 prevén salvaguardias específicas para la protección de la libertad y la seguridad personales. Algunas disposiciones del artículo 9 (parte del párrafo 2 y todo el párrafo 3) se aplican únicamente en relación con acusaciones de haber cometido un delito. Pero el resto, en particular la importante garantía establecida en el párrafo 4, es decir, el derecho a recurrir ante un tribunal la legalidad de la detención o reclusión, se aplica a todas las personas privadas de libertad. 

5.
La privación de libertad implica una restricción de movimientos más estricta en un espacio más limitado que la mera interferencia con la libertad de circulación prevista en el artículo 12
. Algunos ejemplos de formas de privación de libertad son la detención en dependencias de la policía, el "arraigo"
, la prisión preventiva, la prisión tras una condena, el arresto domiciliario
, la detención administrativa
, la hospitalización involuntaria
, el internamiento de niños en instituciones
 y el confinamiento en una zona restringida de un aeropuerto
, e incluye también el hecho de ser transportado en contra de la propia voluntad
. Constituyen asimismo privación de libertad ciertas restricciones adicionales impuestas a personas ya recluidas, como la reclusión en régimen de aislamiento o la utilización de dispositivos de reducción de la movilidad
. Durante un período de servicio militar, restricciones que equivaldrían a una privación de libertad en el caso de un civil pueden no constituir tal privación si no van más allá de las exigencias del servicio militar normal ni se apartan de las condiciones de vida normales de las fuerzas armadas del Estado parte en cuestión
.

6.
La privación de la libertad personal se hace sin el libre consentimiento. No son objeto de privación de libertad las personas que acuden voluntariamente a una comisaría para participar en una investigación y que saben que pueden irse en cualquier momento
.

7.
El derecho a la seguridad personal protege a las personas frente a lesiones físicas o psicológicas infligidas de manera intencionada, independientemente de que la víctima esté o no privada de libertad. Por ejemplo, vulnera el derecho a la seguridad personal el funcionario de un Estado parte que inflige injustificadamente una lesión corporal
. El derecho a la seguridad personal también obliga a los Estados partes a adoptar medidas apropiadas ante las amenazas de muerte contra personas del ámbito público y, de manera más general, a proteger a las personas frente a amenazas previsibles contra su vida o integridad física provenientes tanto de agentes estatales como privados
 [Nota 15: Los Estados partes también vulneran el derecho a la libertad personal cuando pretenden ejercer su jurisdicción sobre una persona fuera de su territorio dictando una fatwa o sentencia de muerte similar en la que autorizan que se dé muerte a la víctima]. Los Estados partes deben adoptar medidas prospectivas para prevenir lesiones futuras y medidas retrospectivas, como la aplicación de la legislación penal, en respuesta a lesiones ya infligidas
. Los Estados partes deben responder de forma adecuada ante cuadros de violencia contra ciertas categorías de víctimas, como la intimidación a defensores de los derechos humanos y periodistas
, las represalias contra testigos
, la violencia contra la mujer, incluida la violencia doméstica
, el hostigamiento de los nuevos reclutas en las fuerzas armadas
, la violencia y los abusos contra niños
 y la violencia contra minorías sexuales
. También deben prevenir el uso injustificado de la fuerza en las actividades destinadas a hacer cumplir la ley
 y ofrecer una reparación si se produce, así como proteger a la población ante abusos de las fuerzas de seguridad privadas
 y frente a los riesgos a que da lugar la disponibilidad excesiva de armas de fuego
. El derecho a la seguridad personal no cubre todos los riesgos para la salud física o psíquica, y no entra en juego en el caso de las consecuencias indirectas que puede tener para la salud el ser objeto de un proceso civil o penal
.

8.
Los Estados partes tienen la obligación de proteger el derecho a la libertad personal contra privaciones de ese derecho por parte de terceros
. Los Estados partes deben tomar medidas apropiadas para proteger a las personas contra secuestros o retenciones llevadas a cabo por delincuentes o grupos irregulares, incluidos grupos armados o terroristas, que operen en su territorio
. También deben proteger a las personas contra toda privación indebida de libertad que lleven a cabo organizaciones legales, como empleadores, escuelas u hospitales. Los Estados partes deben poner el máximo empeño en adoptar medidas apropiadas para proteger la libertad personal frente a actividades de otro Estado en su territorio
.

9.
Cuando un Estado parte autoriza a particulares o a entidades privadas a ejercer competencias de detención o reclusión, el Estado parte sigue siendo responsable del cumplimiento del artículo 9
. Debe limitar rigurosamente esas competencias y mantener un control estricto y efectivo para garantizar que no se haga un uso indebido de ellas y que no den lugar a detenciones o reclusiones arbitrarias o ilegales
. También debe proporcionar vías de recurso adecuadas a las víctimas si se produce una detención o reclusión arbitraria o ilegal
. 


II.
Reclusión arbitraria y reclusión ilegal

10.
El derecho a la libertad personal no es absoluto. El artículo 9 reconoce que a veces la privación de libertad está justificada, por ejemplo en el caso de la aplicación de la legislación penal. El párrafo 1 requiere que la privación de libertad no sea arbitraria y que se lleve a cabo respetando el principio de legalidad.

11.
La segunda oración del párrafo 1 prohíbe la detención y reclusión arbitrarias, mientras que la tercera oración prohíbe toda privación de libertad que no responda a las causas fijadas por ley y no se ciña al procedimiento establecido en ella. Las dos prohibiciones tienen elementos comunes, ya que las detenciones o reclusiones pueden ser ilegales pero no arbitrarias, legales pero arbitrarias, o tanto ilegales como arbitrarias. La detención o reclusión que carece de fundamento jurídico también es arbitraria
. El confinamiento no autorizado de los reclusos más allá de la duración de su condena es tanto arbitrario como ilegal
, al igual que la prolongación no autorizada de otras formas de reclusión. El mantenimiento en reclusión desatendiendo una orden judicial de puesta en libertad es arbitrario e ilegal
.

12.
Una detención o reclusión puede estar autorizada por la legislación nacional y pese a ello ser arbitraria. El concepto de "arbitrariedad" no se debe equiparar con el de "contrario a la ley", sino que debe interpretarse de manera más amplia, de modo que incluya consideraciones relacionadas con la inadecuación, la injusticia, la imprevisibilidad y las debidas garantías procesales
, además de consideraciones relacionadas con la razonabilidad, la necesidad y la proporcionalidad. Por ejemplo, la reclusión preventiva por la imputación de un delito debe ser razonable y necesaria en todas las circunstancias
. [Nota 37: La reclusión previa al juicio en asuntos penales se aborda con más detenimiento en la sección IV infra.] Salvo en el caso de las sentencias condenatorias impuestas judicialmente por un período determinado, la decisión de mantener a alguien recluido es arbitraria si su justificación no se reevalúa periódicamente
.
13.
El término "detención" se refiere a toda captura de una persona que da inicio a su privación de libertad, y el término "prisión" se refiere a la privación de libertad que comienza con la detención y que se prolonga desde la captura hasta la puesta en libertad
. La detención en el sentido del artículo 9 no tiene por qué implicar una detención formal en el sentido del derecho interno
. Cuando se impone una privación de libertad adicional a una persona ya detenida, por ejemplo porque se le acusa de un delito que no guarda relación con el primero, el inicio de esa privación de libertad también equivale a una detención
.

14.
El Pacto no enumera las razones admisibles para privar a una persona de libertad. El artículo 9 reconoce expresamente que las personas pueden ser recluidas por la imputación de un delito, y el artículo 11 prohíbe expresamente el encarcelamiento por no poder cumplir una obligación contractual
. [Nota 42: La reclusión por delitos, como el de fraude, relacionados con deudas que se rigen por el derecho civil, no vulnera el artículo 11, y no constituye reclusión arbitraria.] Otros regímenes que conlleven la privación de libertad también deben establecerse por ley y deben ir acompañados de procedimientos que impidan la reclusión arbitraria
. Los motivos y procedimientos establecidos por la ley no deben destruir el derecho a la libertad personal
. El régimen no debe constituir una forma de eludir los límites del sistema de justicia e imponer el equivalente de una sanción penal sin las salvaguardias aplicables
. Aunque las condiciones de la reclusión se tratan principalmente en los artículos 7 y 10, la reclusión puede ser arbitraria si el trato que recibe el recluso no se corresponde con el presunto objeto de la reclusión
. La imposición de una pena de prisión draconiana por desacato al tribunal sin la debida explicación y sin garantías procesales independientes es arbitraria
.

15.
En los casos en que los Estados partes imponen la reclusión por motivos de seguridad (a veces denominada detención administrativa o internamiento) y no con miras a un procesamiento por la imputación de un delito
, el Comité considera que dicha reclusión presenta un gran riesgo de ser una privación de libertad arbitraria
. [Nota 48: Este párrafo se refiere a la reclusión por motivos de seguridad, no a las formas de reclusión preventiva tras la condena que se abordan en el párrafo 21, ni a la reclusión con fines de extradición o control de inmigración, a la que se hace referencia en el párrafo 18.] Cuando el Estado es objeto de una amenaza en el contexto de un conflicto armado internacional, ese riesgo está mitigado por normas sustantivas y procesales específicas de derecho internacional humanitario que informan la interpretación del artículo 9, párrafo 1
. Fuera de ese contexto, dicha reclusión equivaldría generalmente a una privación de libertad arbitraria, ya que podría recurrirse a otras medidas efectivas para hacer frente a ese riesgo, incluido el sistema de justicia penal. Si, en las circunstancias más excepcionales, se alega una amenaza presente, directa e imperativa para justificar la reclusión de personas que se considera conllevan tal riesgo, recae en los Estados partes la carga de la prueba de demostrar que la persona en cuestión constituye una amenaza de ese tipo y que no cabe hacer frente a esa amenaza con otras medidas; la carga de la prueba aumenta con la prolongación de la reclusión. Los Estados partes tienen también que demostrar que la reclusión no dura más de lo estrictamente necesario, que la duración total de la posible reclusión es limitada y que se respetan plenamente las garantías previstas en el artículo 9 en todos los casos
. Para estas condiciones es garantía necesaria la revisión periódica por un tribunal de justicia o un órgano con las mismas características de independencia e imparcialidad que un órgano judicial, al igual que son garantías necesarias el acceso a asistencia jurídica independiente, preferentemente a elección de la persona privada de libertad, y la comunicación a esta persona de, al menos, la esencia de las pruebas en que se base la decisión adoptada
.

16.
Se pueden citar como ejemplos especialmente graves de reclusión arbitraria la reclusión de familiares de un presunto delincuente a los que no se acusa de haber cometido infracción alguna, la toma de rehenes y las detenciones para exigir el pago de sobornos o para otros fines delictivos similares
. 

17.
Es arbitraria la detención o la reclusión como castigo por el ejercicio legítimo de los derechos garantizados en el Pacto, como la libertad de opinión y de expresión (artículo 19)
, la libertad de reunión (artículo 21)
, la libertad de asociación (artículo 22)
, la libertad de religión (artículo 18)
, y el derecho a la vida privada (artículo 17)
. La detención o reclusión por motivos discriminatorios en contravención del artículo 2, párrafo 1, el artículo 3 o el artículo 26 también pueden ser arbitrarias
. La imposición retroactiva de una sanción penal en contravención del artículo 15 equivale a una reclusión arbitraria
. Las desapariciones forzadas vulneran muchas disposiciones sustantivas y de procedimiento del Pacto, y constituyen una forma particularmente grave de reclusión arbitraria
. El encarcelamiento tras un juicio manifiestamente injusto es arbitrario, pero no toda vulneración de las garantías procesales específicas que en virtud del artículo 14 amparan al acusado en una causa penal da lugar a una reclusión arbitraria
.

18.
La reclusión durante los procedimientos de control de la inmigración no es per se arbitraria, pero debe justificarse que es razonable, necesaria y proporcionada a la luz de las circunstancias, y revisarse a medida que se prolongue
. Los solicitantes de asilo que entran ilegalmente en el territorio de un Estado parte pueden ser privados de libertad durante un breve período inicial con el fin de documentar su entrada, hacer constar sus alegaciones, y determinar su identidad si hay dudas sobre ella
. Prolongar su reclusión mientras se resuelven sus alegaciones sería arbitrario si no existen razones particulares específicamente relacionadas con esa persona, como una probabilidad concreta de fuga, peligro de que cometa un delito contra otras personas, o riesgo de que lleve a cabo actos contra la seguridad nacional
. La decisión debe considerar los factores pertinentes de cada caso, y no debe basarse en una norma obligatoria aplicable a una amplia categoría de personas; debe tener en cuenta la posibilidad de utilizar medios menos invasivos para alcanzar el mismo fin, como la obligación de presentarse periódicamente en un lugar, la imposición de una fianza u otras condiciones para evitar la fuga; y debe ser objeto de reevaluación periódica y de revisión judicial
. No se privará de libertad a un niño más que como medida de último recurso, y ello debe hacerse por el período apropiado más breve, siendo el interés superior del niño la principal consideración para determinar la duración y las condiciones de la reclusión
. Las decisiones sobre el internamiento de migrantes adultos también deben tener en cuenta las consecuencias de la privación de libertad en la salud mental de los recluidos
. Toda reclusión necesaria debe llevarse a cabo en dependencias apropiadas, higiénicas y que no sean de castigo, y no en las prisiones
. La incapacidad de un Estado para llevar a cabo una expulsión no justifica que se prive de libertad al interesado de forma indefinida
.

19.
Los Estados partes deberán revisar las leyes y prácticas anticuadas en el ámbito de la salud mental con el fin de evitar la reclusión arbitraria
. Toda privación de libertad debe ser necesaria y proporcional, con el propósito de impedir que el interesado se haga daño o cause lesiones a terceros
. La privación de libertad debe tener en cuenta la posibilidad de recurrir a alternativas menos restrictivas, y debe ir acompañada de salvaguardias procesales y sustantivas adecuadas establecidas por ley
. Los procedimientos deben asegurar el respeto de las opiniones del paciente, así como que un tutor o un representante defienda y represente verdaderamente los intereses y la voluntad del paciente
. Los Estados partes deben ofrecer a las personas internadas en instituciones programas de tratamiento y rehabilitación que sirvan a los fines aducidos para justificar la reclusión
. La privación de libertad debe reevaluarse con una periodicidad adecuada para determinar si es necesario mantenerla
. Debe prestarse asistencia a los pacientes para que accedan a recursos efectivos a fin de reivindicar sus derechos, incluida la revisión judicial inicial y periódica de la legalidad de la reclusión, y se debe velar por que las condiciones de reclusión se ajusten al Pacto
.

20.
El Pacto es compatible con diversos regímenes de sanción penal. Los condenados tienen derecho a que la duración de sus condenas se ajuste al derecho interno, incluidas las disposiciones relativas a la consideración de la libertad condicional u otras formas de libertad anticipada
. La denegación de estas formas de libertad equivale a la continuación de la reclusión, y no debe ser arbitraria en el sentido del artículo 9
. Si se concede la libertad condicional y posteriormente se revoca por incumplimiento de las condiciones, el regreso a prisión es una privación de libertad que no debe ser arbitraria. La predicción del comportamiento futuro del preso puede ser un factor pertinente para decidir su puesta en libertad anticipada
.

21.
En los casos en que una condena penal incluya un período punitivo seguido de otro preventivo, una vez cumplido el tiempo de prisión punitiva, y para evitar la arbitrariedad, la reclusión preventiva deberá justificarse con razones convincentes, y deberá garantizarse que un organismo independiente la revise periódicamente para determinar si la privación de libertad sigue estando justificada
. Los Estados partes deben actuar con cautela y proporcionar las debidas garantías procesales al evaluar peligros futuros
. Los Estados partes no deben recurrir a la reclusión preventiva posterior a la condena más que como medida de último recurso; y cuando opten por esta forma de reclusión, las condiciones de reclusión deben ser distintas de las de los presos que cumplen condena, y deben tener por objeto la rehabilitación y la reintegración del recluso en la sociedad
. Si un preso ha cumplido íntegramente la pena que le fue impuesta, los artículos 9 y 15 prohíben un aumento retroactivo de la condena, y un Estado parte no puede imponer una privación de libertad que equivalga a una pena de prisión bajo la denominación de reclusión preventiva civil
.

22.
La tercera oración del párrafo 1 establece que nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en esta. Las razones sustantivas para la detención o la reclusión deben estar prescritas por la ley y definidas con suficiente precisión para evitar una aplicación excesivamente amplia o arbitraria
. La privación de libertad sin esa autorización legal es ilícita
. También es ilícito que se mantenga la reclusión si se ha dictado una orden judicial ejecutoria de puesta en libertad o se ha concedido una amnistía válida
.
23.
Los procedimientos para proceder a la privación de libertad legalmente autorizada también deben estar establecidos por ley, y los Estados partes deben garantizar el cumplimiento de esos procedimientos. El artículo 9 exige el cumplimiento de las normas internas que definen el procedimiento de detención mediante la identificación de los funcionarios facultados para llevarla a cabo
, o especificando cuándo es necesario obtener una orden de detención
. También exige el cumplimiento de las normas internas que definen cuándo debe obtenerse de un juez u otro funcionario la autorización para prolongar la privación de libertad
, dónde pueden ser recluidos los sospechosos
, cuándo debe ser llevada la persona recluida ante un tribunal
, y los límites legales de la duración de la reclusión
. Además, requiere el cumplimiento de disposiciones del derecho interno que establecen salvaguardias importantes para las personas recluidas, como que se refleje en un registro la detención
 y se permita el acceso a un abogado
. La contravención de una norma procesal interna no relacionada con estas cuestiones no plantea necesariamente un problema en relación con el artículo 9
.


III.
Información de las razones de la detención y de las acusaciones que se imputan

24.
El párrafo 2 del artículo 9 impone dos requisitos en beneficio de las personas privadas de libertad. En primer lugar, deberán ser informadas, en el momento de su detención, de las razones de esta. En segundo lugar, se les deberán notificar sin demora las acusaciones formuladas contra ellas. El primer requisito se aplica en general a los motivos de cualquier privación de libertad. Dado que por "detención" se entiende el inicio de una privación de libertad, este requisito es de aplicación independientemente del carácter oficial u oficioso con que se lleve a cabo la detención y de que esta se deba a razones legítimas o no
. El segundo es un requisito adicional aplicable únicamente a la información sobre las acusaciones que se imputan
. Si contra una persona que ya está recluida porque se la acusa de un delito se dicta una orden de reclusión por otro delito que no guarda relación con el primero, esta última acusación debe ser comunicada sin demora a la persona en cuestión
.

25.
Uno de los principales propósitos de exigir que todas las personas detenidas sean informadas de las razones de la detención es permitirles solicitar su puesta en libertad si consideran que las razones aducidas no son válidas o están infundadas
. Las razones deberán incluir no solo el fundamento jurídico general de la detención, sino también suficientes elementos de hecho que sirvan de base a la denuncia, como el acto ilícito cometido y la identidad de la presunta víctima
. Por "razones" se entienden la causa oficial de la detención, no las motivaciones subjetivas del agente que la realiza
.
26.
Con la notificación oral de las razones de la detención se satisface el requisito de informar al detenido. Las razones deben darse en un idioma que el detenido comprenda
. A veces, la notificación explícita puede ser superflua si las razones son evidentes debido a las circunstancias de la detención, por ejemplo si el agente que la realiza ha encontrado una sustancia ilegal en posesión de la persona detenida, o si la persona ha puesto el delito en conocimiento de la policía
.

27.
Esta información debe proporcionarse inmediatamente después de la detención. No obstante, en circunstancias excepcionales, esa notificación inmediata tal vez no sea posible. Por ejemplo, tal vez sea necesario aguardar hasta que un intérprete pueda estar presente, pero las demoras de este tipo deben limitarse al mínimo absolutamente necesario
.

28.
En el caso de algunas categorías de personas vulnerables, la notificación directa al detenido es necesaria pero no suficiente. Cuando se detiene a un niño deben notificarse también directamente a sus padres, tutores o representantes legales ese hecho y las razones de la detención
. En el caso de algunas personas con discapacidad mental, la detención y sus razones deben notificarse también directamente a los familiares, tutores o representantes legales que corresponda. Tal vez sea necesario un tiempo adicional para identificar a las terceras personas pertinentes y ponerse en contacto con ellas, pero la notificación debe hacerse lo antes posible.
29.
El segundo requisito del párrafo 2 se refiere a la notificación de las acusaciones que se imputan. Las personas detenidas con objeto de investigar los delitos que puedan haber cometido, o con objeto de retenerlas para que sean juzgadas por la vía penal, deben ser inmediatamente informadas de los delitos de los que son sospechosas o que se les imputan. Este derecho es de aplicación tanto en el contexto de los procesos penales ordinarios como en el de los procesos militares u otros regímenes especiales en que puedan imponerse sanciones penales
.
30.
El párrafo 2 requiere que la persona detenida sea informada "sin demora" de la acusación, no necesariamente "en el momento de su detención". Si ya se prevén acusaciones concretas, el agente que realiza la detención puede informar a la persona tanto de las razones de la detención como de la acusación, o bien las autoridades pueden explicar el fundamento jurídico de la detención algunas horas más tarde. Las razones deben darse en un idioma que el detenido comprenda
. La notificación de las acusaciones prevista en el párrafo 2 sirve para determinar más fácilmente si procede ordenar la reclusión preventiva, por lo que dicho párrafo no exige que la información sobre la acusación sea tan detallada como lo sería en un momento posterior para preparar el juicio
. Si, antes de proceder a la detención, las autoridades ya han informado a la persona de la acusación que se le imputa, el párrafo 2 no exige que se repita sin demora la acusación formal, siempre y cuando se hayan comunicado las razones de la detención
. Cuando el detenido sea un menor u otra persona vulnerable, se aplicarán las mismas consideraciones que figuran en el párrafo 28 con respecto a la notificación sin demora de toda acusación que se impute.


IV.
Control judicial de la reclusión en relación con la imputación de una acusación

31.
La primera oración del párrafo 3 se aplica a toda persona "detenida o presa a causa de una infracción penal", mientras que la segunda oración se refiere a las personas "que hayan de ser juzgadas" por una infracción penal. El párrafo 3 es de aplicación en el contexto de los procesos penales ordinarios, los procesos militares y otros regímenes especiales en que se puedan imponer sanciones penales
. [Nota 111: El párrafo 3 es de aplicación en caso de reclusión para un posible procesamiento militar, independientemente de si el juicio del interesado por un tribunal militar estaría prohibido por el artículo 14 del Pacto.] 

32.
El párrafo 3 exige, en primer lugar, que toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal sea llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales. Este requisito se aplica en todos los casos sin excepción y no depende de la elección de la persona privada de libertad ni de su capacidad para exigir su cumplimiento
. El requisito es de aplicación incluso antes de que se hayan presentado acusaciones formales, siempre y cuando la persona haya sido detenida o esté recluida por haber cometido presuntamente una actividad delictiva
. La finalidad de este derecho es que la reclusión de una persona en el marco de una investigación o proceso penal sea sometida a control judicial
. Si se ordena la reclusión de una persona ya recluida por imputársele una acusación no relacionada con la primera, la persona debe ser llevada sin demora ante un juez para controlar la segunda
. Es inherente al correcto ejercicio de la función judicial que la autoridad que la desempeña sea independiente, objetiva e imparcial en relación con las cuestiones de que se trate
. Por lo general, los fiscales carecen de la objetividad e imparcialidad institucionales necesarias para ser considerados funcionarios que ejercen funciones judiciales en el sentido del párrafo 3
.

33.
Aunque el significado exacto de "sin demora" puede variar en función de circunstancias objetivas
, los plazos no deben exceder de unos pocos días desde el momento de la detención
. A juicio del Comité, un plazo de 48 horas es normalmente suficiente para trasladar a la persona y preparar la vista judicial
; todo plazo superior a 48 horas debe obedecer a circunstancias excepcionales y estar justificado por ellas
. Prolongar la reclusión en dependencias de las fuerza del orden sin control judicial aumenta innecesariamente el riesgo de malos tratos
. En la mayoría de los Estados partes las leyes fijan plazos precisos, a veces inferiores a 48 horas, y estos tampoco deben excederse
. En el caso de los menores debe aplicarse un plazo especialmente estricto, por ejemplo de 24 horas
. 

34.
La persona debe comparecer físicamente ante el juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer la función judicial
. La presencia física de las personas recluidas en la vista permite que se les pregunte sobre el trato que han recibido durante la reclusión
, y facilita el traslado inmediato a un centro de prisión preventiva si se ordena que continúe la reclusión
. Por tanto, es una garantía para el derecho a la seguridad personal y la prohibición de tortura y tratos crueles, inhumanos o degradantes. En la vista siguiente, y en las vistas posteriores en que el juez evaluará la legalidad o la necesidad de la reclusión, la persona tiene derecho a asistencia jurídica, que en principio debe proporcionarle un abogado de su elección
.
35.
La reclusión en régimen de incomunicación que impida la comparecencia sin demora ante un juez vulnera en esencia el párrafo 3
. En función de su duración y de otras circunstancias, la incomunicación puede conculcar también otros derechos consagrados en el Pacto, como los amparados por los artículos 6, 7, 10 y 14
. En las causas penales, los Estados partes deben permitir y facilitar el acceso de las personas recluidas a un abogado desde el inicio de la reclusión
.

36.
Una vez que la persona haya sido llevada ante el juez, este debe decidir si la persona debe ser puesta en libertad o permanecer en reclusión preventiva, mientras continúa la investigación o está en espera de juicio. Si no existe una base legal para mantener la reclusión, el juez debe ordenar la puesta en libertad
. Si hay motivos para seguir investigando o para juzgar al interesado, el juez debe decidir si este debe ser puesto en libertad (con o sin condiciones) en espera de otras diligencias porque la reclusión no es necesaria, una cuestión que se trata con más detalle en la segunda oración del párrafo 3. A juicio del Comité, la reclusión preventiva no debe implicar una vuelta a la reclusión en dependencias de la policía, sino más bien el ingreso en dependencias distintas bajo una autoridad diferente en donde los riesgos que corren los derechos de la persona recluida pueden ser mitigados con mayor facilidad
.
37.
El segundo requisito expresado en la primera oración del párrafo 3 es que la persona recluida tiene derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. Este requisito es de aplicación específicamente a los períodos de reclusión preventiva, es decir, desde el momento de la reclusión hasta el de la sentencia dictada en primera instancia
. Una prolongación extrema de la reclusión antes del juicio también puede comprometer la presunción de inocencia amparada por el artículo 14, párrafo 2
. Las personas que no sean puestas en libertad en espera de juicio deben ser juzgadas lo más rápidamente posible, en la medida en que ello sea compatible con su derecho de defensa
. El carácter razonable de la demora en llevar el caso a juicio debe evaluarse a la luz de las circunstancias de cada caso, teniendo en cuenta la complejidad de este, la conducta del imputado durante el procedimiento y la forma en que las autoridades del poder ejecutivo y judicial hayan tratado el asunto
. La existencia de obstáculos para completar la investigación puede justificar la necesidad de un plazo adicional
, pero no así las situaciones generales de falta de personal o de restricciones presupuestarias
. Cuando las demoras sean necesarias, el juez debe volver a estudiar alternativas a la reclusión previa al juicio
. Debe evitarse la reclusión previa al juicio de los menores, pero, cuando se ordene, el menor tendrá derecho a ser juzgado con especial celeridad en virtud del artículo 10, párrafo 2 b)
.
38.
La segunda oración del párrafo 3 dispone que la reclusión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, sino la excepción. También especifica que la puesta en libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado, por ejemplo en el acto del juicio o en cualquier momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo. Esta oración es de aplicación a las personas en espera de juicio por acusaciones penales, es decir, una vez que han sido imputadas, aunque un requisito similar se deriva de la prohibición de la prisión arbitraria enunciada en el párrafo 1
. La reclusión previa al juicio no debe constituir una práctica general, sino que debe basarse en una determinación individualizada de que dicha medida resulta razonable y necesaria habida cuenta de todas las circunstancias, para fines tales como impedir la fuga, la alteración de las pruebas o la reincidencia en el delito
. La ley debe especificar los factores pertinentes
, y no debe incluir criterios vagos o excesivamente amplios, como la "seguridad pública"
. La reclusión previa al juicio no debe ser preceptiva para todas las personas acusadas de un delito concreto, sin tener en cuenta las circunstancias de cada caso
. Tampoco debe ordenarse por un período en función de la pena que podría corresponder al delito en cuestión, sino de una determinación de la necesidad
. Los tribunales deben examinar si las alternativas a la reclusión previa al juicio, como la fianza, los brazaletes electrónicos, u otras medidas, harían que la reclusión fuera innecesaria en el caso concreto
. Si el acusado es extranjero, ese hecho no debe ser considerado suficiente para determinar la posibilidad de huída del territorio
. Una vez se haya hecho una determinación inicial de que la reclusión previa al juicio es necesaria, esa decisión debe revisarse periódicamente para establecer si sigue siendo razonable y necesaria a la luz de las posibles alternativas
. Si el período durante el que el acusado ha estado recluido alcanza el período de la pena más alta que podría imponerse por los delitos imputados, el acusado debe ser puesto en libertad
. La prisión preventiva de menores debe evitarse en la mayor medida posible
.


V.
Derecho a recurrir para obtener la puesta en libertad 
si la reclusión es ilegal o arbitraria

39.
El párrafo 4 establece que toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que este decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión fuera ilegal. Esa disposición consagra el principio del habeas corpus
. El examen de los fundamentos de hecho de la reclusión puede, en circunstancias apropiadas, limitarse al examen del carácter razonable de una determinación previa
. 

40.
Este derecho es aplicable a toda reclusión a que dé lugar una actuación oficial o en virtud de una autorización oficial, incluida la reclusión en relación con actuaciones penales en el ámbito militar, la decretada por motivos de seguridad, la enmarcada en la lucha contra el terrorismo, la hospitalización involuntaria, la reclusión en el ámbito de la inmigración, la que se realiza con fines de extradición, y las detenciones totalmente infundadas
. También es aplicable a la reclusión por vagabundeo o toxicomanía y el internamiento de niños con fines educativos
, así como a otras formas de detención administrativa
. La reclusión en el sentido del párrafo 4 también incluye el arresto domiciliario y el confinamiento en régimen de aislamiento
. Cuando un preso está cumpliendo el período mínimo de una pena de prisión conforme a lo decidido por un tribunal de justicia a raíz de un fallo condenatorio, ya sea una pena por un período determinado o una parte determinada de una pena potencialmente mayor, el párrafo 4 no exige una revisión posterior de la reclusión
. [Nota 159: No obstante, el artículo 14, párrafo 5, garantiza a los acusados el derecho a un único recurso ante un tribunal superior del fallo condenatorio inicial.]
41.
Este derecho tiene por objeto la puesta en libertad (incondicional o condicional
) en caso de que la reclusión sea ilegal; la reparación por una reclusión ilegal que ya haya finalizado se trata en el párrafo 5. El párrafo 4 requiere que el tribunal que examine el recurso tenga competencia para ordenar la puesta en libertad si la reclusión fuera ilegal
. Las órdenes judiciales de puesta en libertad en virtud del párrafo 4 que hayan adquirido fuerza ejecutoria deben cumplirse inmediatamente, y el mantenimiento de la reclusión sería arbitrario y en contravención del artículo 9, párrafo 1
.

42.
El derecho a interponer un recurso es de aplicación en principio desde el momento de la detención, y no es admisible que transcurran períodos considerables de espera antes de que el interesado pueda presentar un primer recurso contra la reclusión
. En general, la persona recluida tiene derecho a comparecer en persona ante el tribunal, especialmente cuando su presencia serviría a los fines de la investigación sobre la legitimidad de la reclusión, o cuando se planteen cuestiones relacionadas con el maltrato que hubiere recibido
. El tribunal debe tener competencia para ordenar que la persona recluida le sea llevada ante él, independiente de si esta ha solicitado comparecer o no. 

43.
La reclusión ilegal incluye la que era legal en su inicio pero se ha convertido en ilegal porque la persona ha cumplido la pena de prisión, o porque las circunstancias que justifican la reclusión han cambiado
. Después de que un tribunal haya determinado que las circunstancias justifican la prisión, puede transcurrir un período adecuado, dependiendo de la naturaleza de las circunstancias del caso, antes de que la persona tenga derecho a recurrir de nuevo por motivos similares
. En un procedimiento penal, una vez que se determine el mantenimiento de la reclusión en una audiencia celebrada sin demora ante el juez de conformidad con el artículo 9, párrafo 3, puede transcurrir un período apropiado antes de que la persona tenga derecho a presentar otro recurso en virtud del artículo 9, párrafo 4.

44.
La reclusión "ilegal" incluye tanto la que vulnera la legislación nacional como la que es incompatible con lo dispuesto en el artículo 9, párrafo 1, o con cualquier otra disposición pertinente del Pacto
. Si bien los ordenamientos jurídicos internos pueden establecer distintos métodos para garantizar la revisión judicial de la reclusión, el párrafo 4 requiere que exista un recurso judicial para toda reclusión que sea ilegal por alguno de esos motivos
. El Comité recomienda que el Pacto sea aplicable en esos procedimientos, pero pueden adoptarse también otras estructuras jurídicas para hacer efectivos los derechos reconocidos en el artículo 9
. Por ejemplo, la competencia de un tribunal de familia para ordenar la puesta en libertad de un niño cuya reclusión no redunde en su interés superior puede satisfacer los requisitos del párrafo 4 en casos pertinentes
. 

45.
El párrafo 4 establece el derecho de la persona a recurrir ante un "tribunal", que normalmente debe ser un tribunal de justicia. En casos excepcionales, para algunas formas de reclusión, la legislación puede establecer la posibilidad de recurrir a un tribunal que no sea de justicia, que deberá establecerse por ley y ser independiente de los poderes ejecutivo y legislativo o bien gozar de independencia judicial para dilucidar cuestiones de derecho en procedimientos que tengan carácter judicial
. En el caso del arresto disciplinario de un soldado en servicio activo, la revisión por un tribunal militar puede ser suficiente, aunque no así la revisión por un oficial militar de grado superior
. 

46.
El párrafo 4 deja en manos de las personas recluidas, o de quienes actúen en su nombre, la opción de interponer un recurso; a diferencia del párrafo 3, no requiere que las autoridades que hayan privado de libertad a una persona pongan en marcha la revisión del asunto
. Las leyes que excluyen a una categoría particular de personas recluidas de la revisión prevista en el párrafo 4 infringen el Pacto
. Las prácticas que impiden a una persona la disponibilidad efectiva de esa revisión para una persona, como la reclusión en régimen de incomunicación, también constituyen una vulneración
. Para facilitar la revisión efectiva, debe proporcionarse a las personas recluidas acceso rápido y sistemático a un abogado. Debe informarse a las personas recluidas, en un idioma que comprendan, de su derecho a interponer un recurso sobre la legalidad de la reclusión
.

47.
Las personas privadas de libertad no solo tienen derecho a recurrir, sino también a que el recurso se resuelva, y que ello se haga sin demora. La negativa de un tribunal competente a resolver una petición de puesta en libertad de una persona recluida vulnera el párrafo 4
. La cuestión de si se ha adoptado una decisión sin demora debe evaluarse caso por caso
. El recurso debe resolverse lo más rápidamente posible
. Por ejemplo, el Comité ha recomendado que la reclusión por motivos de salud mental sea sometida a revisión judicial en el plazo de unos pocos días
. Los retrasos imputables al recurrente no se consideran demora judicial
.

48.
El Pacto no exige que una decisión judicial que confirme la legalidad de la reclusión sea recurrible. Si un Estado parte recoge la posibilidad de recurrir o acudir a otras instancias, la demora puede deberse al carácter cambiante del procedimiento
. 


VI.
Derecho a obtener reparación por la detención o la 
reclusión ilegales o arbitrarias 

49.
El párrafo 5 del artículo 9 del Pacto establece que toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa tendrá el derecho efectivo a obtener reparación. Al igual que el párrafo 4, el párrafo 5 enuncia un ejemplo específico de reparación efectiva para las violaciones de derechos humanos que los Estados partes están obligados a proporcionar. Estas reparaciones específicas no reemplazan, sino que se añaden, a otros recursos que puedan requerirse en una situación concreta en virtud del artículo 2, párrafo 3, del Pacto
. Mientras que el párrafo 4 prevé un recurso rápido para la puesta en libertad en caso de una reclusión ilegal, el párrafo 5 aclara que las víctimas de una detención o reclusión ilegal también tienen derecho a una indemnización económica.

50.
El párrafo 5 obliga a los Estados partes a establecer el marco legal necesario para proporcionar reparación a las víctimas
, de manera que sea un derecho exigible y no una cuestión que tenga carácter gracioso o discrecional. No especifica la forma precisa del procedimiento, que puede incluir recursos contra el propio Estado
, o contra los funcionarios estatales concretos responsables de la infracción
. El párrafo 5 no requiere que se establezca un procedimiento único que proporcione reparación por todas las formas de detención ilegal, sino únicamente que exista un sistema efectivo de procedimientos que proporcione reparación en todos los casos amparados por el párrafo 5. La vía de recurso no debe existir solo en teoría, sino que debe funcionar efectivamente, y los pagos deben hacerse en un plazo razonable
. El párrafo 5 no obliga a los Estados partes a indemnizar a las víctimas motu propio, sino que les permite dejar a iniciativa de la víctima el inicio de los procedimientos de indemnización
.

51.
La detención y la reclusión ilegales en el sentido del párrafo 5 incluyen las que tienen lugar en el marco de procedimientos penales o no penales, o en ausencia de cualquier tipo de procedimiento
. El carácter "ilegal" de la detención o la reclusión puede ser consecuencia de la vulneración de la legislación nacional o de la vulneración del propio Pacto, como en el caso de la reclusión esencialmente arbitraria y la que contraviene los requisitos procesales de otros párrafos del artículo 9
. Sin embargo, el hecho de que un acusado en un proceso penal haya sido finalmente absuelto, en primera instancia o en apelación, no basta para convertir en "ilegal" cualquier reclusión anterior
. 

52.
La indemnización económica requerida por el párrafo 5 se refiere específicamente a los daños pecuniarios y no pecuniarios derivados de la detención o reclusión ilegal
. Cuando la ilegalidad de la detención se produce a raíz de la vulneración de otros derechos humanos, como la libertad de expresión, el Estado parte puede tener además la obligación de proporcionar una indemnización u otra reparación en relación con esas otras vulneraciones, como exige el artículo 2, párrafo 3, del Pacto
.


VII.
Relación del artículo 9 con otros artículos del Pacto

53.
Las garantías procesales y sustantivas del artículo 9 coinciden e interactúan con otras garantías del Pacto. Algunas formas de conducta constituyen, de forma independiente, una infracción del artículo 9 y de otro artículo, como ocurre con las demoras en proceder al juicio de un acusado recluido, que puede vulnerar tanto el artículo 9, párrafo 3, como el artículo 14, párrafo 3 c). A veces, el contenido del artículo 9, párrafo 1, está inspirado por el contenido de otros artículos; por ejemplo, la reclusión puede ser arbitraria en virtud del hecho de que representa un castigo por ejercer la libertad de expresión, en contravención del artículo 19
.
54.
El artículo 9 también refuerza las obligaciones que incumben a los Estados partes en virtud del Pacto y del Protocolo Facultativo de proteger a las personas contra represalias por haber cooperado o haberse comunicado con el Comité. Por ejemplo, la intimidación física o las amenazas a la libertad personal, en represalia por presentar comunicaciones o proporcionar información al Comité en relación con los informes de un Estado parte, constituye una vulneración del artículo 9, párrafo 1
.

55.
El derecho a la vida garantizado por el artículo 6 del Pacto, incluido el derecho a la protección de la vida amparado por el artículo 6, párrafo 1, puede tener elementos comunes con el derecho a la seguridad personal garantizado por el artículo 9, párrafo 1
. El derecho a la seguridad personal puede considerarse más amplio en la medida en que también se refiere a las lesiones que no ponen en peligro la vida
. Las formas extremas de reclusión arbitraria constituyen por sí mismas una amenaza para la vida, y vulneran los derechos a la libertad personal y a la seguridad personal así como el derecho a la protección de la vida
. 
56.
La reclusión arbitraria crea riesgos de tortura y malos tratos, y varias de las garantías procesales del artículo 9 sirven para reducir la probabilidad de esos riesgos. La reclusión prolongada en régimen de incomunicación vulnera el artículo 9 y también puede equivaler a malos tratos o incluso torturas, en contravención del artículo 7
. El derecho a la seguridad personal protege aspectos de la integridad física que también están protegidos por el artículo 7
.

57.
Devolver a una persona a un país en el que exista el riesgo de que se produzcan vulneraciones graves de la libertad o la seguridad personales, como una reclusión arbitraria prolongada, puede constituir un trato inhumano, prohibido por el artículo 7 del Pacto
.
58.
Varias salvaguardias que son esenciales para prevenir la tortura son también necesarias para proteger de la reclusión arbitraria y de los atentados contra la seguridad personal a las personas sometidas a cualquier forma de reclusión
. La reclusión debe efectuarse únicamente en dependencias oficialmente reconocidas como lugares de reclusión
. Debe mantenerse un registro oficial donde se consignen los nombres y los lugares de reclusión, las horas de entrada y de salida, así como los nombres de las personas responsables de la reclusión, y dicho registro debe ponerse a disposición de los interesados, incluidos familiares y amigos, en forma accesible y sin trabas
. Debe autorizarse el acceso sistemático y sin demora de personal médico independiente y abogados y, con la supervisión apropiada cuando el propósito legítimo de la detención lo requiera, de los familiares
. Las personas recluidas deben ser informadas sin demora de sus derechos en un idioma que comprendan
. Deben establecerse mecanismos independientes e imparciales para visitar e inspeccionar todos los lugares de reclusión, incluidas las instituciones de salud mental
.

59.
El artículo 10 del Pacto, que se refiere a las condiciones de reclusión de las personas privadas de libertad, complementa el artículo 9, que se ocupa principalmente del hecho de la reclusión. Al mismo tiempo, el derecho a la seguridad personal, que se recoge en el artículo 9, párrafo 1, se refiere tanto al trato de las personas que están recluidas como de las que no lo están. La adecuación de las condiciones de reclusión al propósito de la reclusión es a veces un factor para determinar si la reclusión es arbitraria en el sentido del artículo 9
. Ciertas condiciones de la reclusión (como la denegación de acceso a un abogado y a los familiares) pueden dar lugar a infracciones de procedimiento en relación con los párrafos 3 y 4 del artículo 9. El artículo 10, párrafo 2 b), refuerza, en el caso de los menores, el requisito previsto en el artículo 9, párrafo 3, de que los reclusos en espera de juicio sean juzgados con prontitud.

60.
La libertad de circulación que protege el artículo 12 del Pacto y la libertad personal protegida por el artículo 9 se complementan mutuamente. La reclusión es una forma particularmente grave de restricción de la libertad de circulación, pero en algunas circunstancias ambos artículos pueden entrar en juego conjuntamente
. La reclusión temporal, incluido el hecho de transportar a alguien contra su voluntad, es a menudo una forma de imponer restricciones a la libertad de circulación. El artículo 9 se refiere a esos usos de la reclusión para llevar a cabo una expulsión, deportación o extradición, pero no se ocupa directamente del fondo de las políticas migratorias o de extradición, que pueden plantear problemas relacionados con el ámbito del artículo 12 y otras disposiciones, como los artículos 6, 7, 13, 17, 23, 24 o 26
. 
61.
Ya se ha expuesto la relación entre el artículo 9 y el artículo 14 del Pacto en relación con los procedimientos judiciales civiles y penales
. El artículo 9 se refiere a las situaciones de privación de libertad, de las cuales solo algunas tienen lugar en relación con procedimientos civiles o penales en el ámbito de aplicación del artículo 14. El artículo 9, párrafo 1, exige la protección de la libertad personal contra actos tanto oficiales como oficiosos del gobierno, y también contra la privación de libertad por entidades privadas, mientras que el artículo 14 se refiere a los procedimientos decisorios empleados por un Estado parte para la solución de controversias
. Los requisitos de procedimiento recogidos en el artículo 9, párrafos 2 a 5, se aplican en relación con los procesos entablados en relación con el artículo 14 solo cuando realmente tiene lugar la detención o la reclusión
. 

62.
A la luz del artículo 2, párrafo 1, del Pacto, los Estados partes tienen la obligación de respetar y garantizar los derechos consagrados en el artículo 9 a todas las personas que se encuentren en su territorio y a todas las personas sujetas a su jurisdicción
. Dado que la detención y la reclusión someten a una persona al control efectivo de un Estado, los Estados partes no deben proceder a la detención o reclusión arbitrarias o ilegales de personas que se hallen fuera de su territorio
. Los Estados partes no deben someter a personas que se hallen fuera de su territorio a una reclusión prolongada en régimen de incomunicación, ni privarlas de la revisión de la legalidad de su reclusión
. El hecho de que una detención se produzca fuera del territorio del Estado parte puede ser una circunstancia pertinente para evaluar la prontitud en relación con el párrafo 3.

63.
Con respecto al artículo 4 del Pacto, el Comité observa en primer lugar que, al igual que el resto del Pacto, el artículo 9 también es de aplicación en situaciones de conflicto armado en las que son aplicables las normas del derecho internacional humanitario
. Aun cuando las normas del derecho internacional que pueden ser pertinentes a efectos de la interpretación del artículo 9, ambas esferas del derecho son complementarias y no se excluyen mutuamente
. En situaciones de conflicto, el acceso del Comité Internacional de la Cruz Roja a todos los lugares de reclusión es una salvaguardia adicional esencial para los derechos a la libertad y a la seguridad personales
.

64.
El artículo 9 no está incluido en la lista de derechos inderogables del artículo 4, párrafo 2, del Pacto, pero existen límites a la facultad de los Estados partes de dejar en suspenso sus disposiciones. Los Estados partes que decidan dejar en suspenso en circunstancias de conflicto armado o en otra emergencia pública los procedimientos normales requeridos en virtud del artículo 9 deben garantizar que tal suspensión no exceda lo que estrictamente requiera la situación del momento
. Las medidas suspensivas también deben ser compatibles con las demás obligaciones de un Estado parte en virtud del derecho internacional, incluidas las disposiciones del derecho internacional humanitario relativas a la privación de libertad, y no deben ser discriminatorias
. Así pues, la prohibición de la toma de rehenes, los secuestros o la reclusión no reconocida no pueden dejarse en suspenso
. 

65.
Hay otros elementos del artículo 9 que, a juicio del Comité, no pueden ser objeto de suspensión legítima con arreglo al artículo 4. La garantía fundamental contra la reclusión arbitraria no es derogable
. La existencia y la naturaleza de una emergencia pública que amenace la vida de la nación puede, no obstante, ser pertinente para determinar si una detención o reclusión concreta es arbitraria. También pueden ser pertinentes las suspensiones válidas de otros derechos cuya aplicación pueda dejarse en suspenso cuando una privación de libertad se considere arbitraria porque interfiere con otro derecho protegido por el Pacto. Durante un conflicto armado internacional siguen siendo aplicables las normas procesales y sustantivas del derecho internacional humanitario, que limitan la capacidad para dejar en suspenso normas y ayudan de ese modo a mitigar el riesgo de la reclusión arbitraria
. Fuera de ese contexto, los requisitos de estricta necesidad y proporcionalidad limitan cualquier medida de suspensión que conlleve la reclusión por motivos de seguridad, que debe ser de duración limitada e ir acompañada de procedimientos para evitar una aplicación arbitraria, como se explica en el párrafo 15 supra
, incluida la revisión por un tribunal de justicia o un órgano equivalente que sea independiente e imparcial
.

66.
Las garantías procesales que protegen la libertad personal nunca pueden ser objeto de medidas de suspensión que soslayen la protección de derechos que no son derogables
. Para proteger los derechos inderogables, incluidos los recogidos en los artículos 6 y 7, el derecho a recurrir a un tribunal para que este pueda decidir sin demora sobre la legalidad de la reclusión no debe verse limitada por las medidas de suspensión
. 

67.
Si bien las reservas a algunas cláusulas del artículo 9 pueden ser aceptables, sería incompatible con el objeto y el fin del Pacto que un Estado parte se reservara el derecho de detener y recluir arbitrariamente a las personas
.
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